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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Carlos Cardoso. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini , Marco Correa, 
Jorge Gandini, Gonzalo Mujica, Andrés Lima, Pablo Pérez González, Iván Posada y 
Alejandro Sánchez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Doreen Javier Ibarra, Richard Sander y Horacio Yanes. 


ASISTE: Señor Representante Yerú Pardiñas. 


INVITADOS: Por el Tribunal de Cuentas, doctor Siegbert Rippe, Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda agradece la presencia del Presidente del Tribunal de Cuentas, doctor Siegbert 
Rippe, quien ha sido invitado una vez más para que nos brinde sus opiniones sobre las modificaciones 
introducidas a través de sustitutivos al proyecto de ley "Contratos de participación público-privada para la 
realización de obras de infraestructura y prestación de servicios conexos". 


SEÑOR RIPPE.- Tuvimos oportunidad de leer las modificaciones introducidas por la Comisión al 
proyecto de ley y, en términos generales, estamos relativamente satisfechos con los cambios porque han 
sido positivos. Sin embargo, podemos hacer algunas aclaraciones a efectos informativos. Los señores 
Diputados deben tener en cuenta que se trata de una opinión acerca de temas que tienen vinculación 
con el trabajo del Tribunal de Cuentas. 


En primer lugar y en lo que tiene que ver con el Tribunal, no advertimos cambios fundamentales respecto del 
proyecto original. Sí advertimos mayor precisión temporal sobre la participación del Tribunal en el proceso 
de adjudicación, no obstante, corresponde hacer una aclaración. 


En este proyecto se establece que el Tribunal de Cuentas dispondrá de treinta días una vez hecha la 
adjudicación provisoria y antes de la adjudicación definitiva. Aquí hay dos temas. El primero es saber a partir 
de qué momento corre el plazo de que dispone el Tribunal para elaborar su dictamen; se hace referencia a 
treinta días a partir de la notificación anterior, que tiene que ver con la notificación a los interesados. No se 
hace referencia a una notificación o a un conocimiento fehaciente del Tribunal respecto de expediente o 
expedientes de que se traten. 


Aquí la sugerencia sería que los treinta días corrieran a partir del momento que el expediente ingrese en el 
ámbito del Tribunal a efectos de elaborar su dictamen. Tal como está la redacción, esto no resulta claro. 
Pensamos que es intención del legislador que efectivamente se disponga de un plazo de treinta días reales. La 
realidad del plazo hace que el Tribunal tenga efectivo acceso al expediente y que a partir de ese momento 
comience a correr el plazo de treinta días. El Tribunal no tiene acceso a las notificaciones realizadas a los 
interesados; para el Tribunal lo importante es saber a partir de qué momento dispone del expediente para 
efectuar su dictamen. Nuestra sugerencia sería, reitero, hacer una aclaración con respecto a que esos treinta 
días corren a partir del momento en que el expediente ingresa al conocimiento y dictamen del Tribunal. Esto 
es para hacerlo efectivo, sino no habría forma de saber desde cuándo corren los treinta días ni se dispondría 
del tiempo necesario y suficiente para dictaminar. 


En segundo término, se mantiene me siento obligado a considerarlo que el Tribunal ingresa a examen del 
expediente hecha la asignación provisoria y antes de la asignación definitiva. Por lo tanto, entre la provisoria 
y la definitiva los interesados estarán en condiciones de aportar nuevos elementos, documentos, nuevas 
probanzas, formalidades y el Tribunal no tendrá acceso a esa información. Es decir que cuando el Tribunal 
dictamine lo hará en función de la información disponible al momento de la asignación provisoria, pero no 
tendrá ninguna oportunidad de acceder al conocimiento de la información complementaria porque, de alguna 
manera, el plazo que dispone corre en paralelo con el plazo que disponen el o los interesados a efectos de 
aportar información complementaria, que abre como posibilidad la propia ley. 


Por lo tanto, será un dictamen sobre determinada realidad documental, formal, que no incluirá porque no 
puede la nueva información, porque en ningún momento se dice que esta pasará a la órbita del dictamen del 
Tribunal de Cuentas. 


Quiero que esto quede aclarado una vez más porque ya había sido comentado en la anterior oportunidad, pero 
se mantiene esta situación. 


Esto es lo único que se ajustó para el Tribunal. Mantenemos los mismos comentarios que hicimos 
oportunamente, por lo que no tiene sentido reiterarlos en este momento que, además, figuran por escrito en el 
informe que elaboró el Tribunal de Cuentas, más allá de las expresiones que manifestamos en aquel entonces. 
Esto con respecto al Tribunal de Cuentas. 


Sobre el proyecto en términos generales considerándolo muy objetivamente, ingreso exclusivamente en 
temas vinculados con el Derecho Público y no con el Derecho Privado. 


Creo que ha sido beneficioso definir el objeto y el alcance de la participación público privada. El artículo 1*, 
en su redacción original, ofrecía dudas sobre dicho objeto y alcance, pero en esta oportunidad hay mayor 
precisión sobre el objeto, el alcance y el ámbito de aplicación. Tal vez simplemente una suerte de llamado de 
atención, acá se incluye la posibilidad de utilizar el esquema de participación público privada en materia de 
colonización de tierras. 


Es fácil advertir que se dan dos situaciones, pero no es ni siquiera un comentario o una observación, sino 
honesta preocupación sobre el tema. 


El Instituto Nacional de Colonización opera en función de determinadas disposiciones legales que 
determinan, entre el artículo 48 y el artículo 52 de su Ley de creación, cuáles son las posibilidades que se 
tienen en esta materia. 


El artículo 48 establece: "Al proyectarse las colonias, se preverán los espacios necesarios para la instalación 
de los servicios de Interés colectivo: escuelas, cooperativas, plantas industriales, local para espectáculos 
públicos y reuniones, plazas de deportes, oficinas públicas, servicios sanitarios, viveros, silos, servicios de 
reproductores, parque forestal, etc.”. A su vez, el artículo 52 dice: "El Instituto estudiará la posibilidad de 


instalar en sus colonias cremerías, queserías, molinos o plantas industriales con organización cooperativa 


[..J". 


Tal como está redactada la norma podría caber alguna duda sobre cuál es su alcance: si tiene que ajustarse a 
lo que establecen los artículos 48 y 52 de la legislación del Instituto Nacional de Colonización o si debe 
aplicar todo lo que tiene que referirse con el ámbito de aplicación. Los señores Diputados observarán que en 
los literales a), b), c) y d) del artículo 3%, "Ámbito de aplicación", se precisan las obras que quedan 
comprendidas dentro del ámbito de participación público privada. Y son mucho más amplias de pronto a 
veces mucho más estrictas las normas acerca de colonización. 


Por lo tanto considerado muy objetivamente, aunque esto posiblemente sea un tema operativo en su 
oportunidad, qué significa efectivamente la expresión "colonización de tierras" que podría generar alguna 
situación de duda, de incertidumbre, de alguna confusión. No sé si en este caso uno comprende la intención 
política de esta norma, la apoya, entiende que corresponde, pero tal vez habría que establecer mayor 
coherencia entre el artículo 3 proyectado y las establecidas en los artículos 48 y 52 de la legislación relativa 
al Instituto Nacional de Colonización. Si no, obviamente, va a quedar lugar a interpretación. Es simplemente 
una aclaración. 


En materia de Comisión Técnica, artículo 8%, me permito hacer comentarios a título personal desde mi 
posición constitucional. En el proyecto original se establecía tres miembros y que dos de ellos, por lo menos, 
deben ser funcionarios de la Administración Pública. En la redacción actual del artículo se prevé hasta cinco 
miembros y que dos de ellos, por lo menos, deben ser funcionarios de la Administración Pública contratante 
y otro que podrá pertenecer, o no, a ella. ¿Cuál es la aclaración a solicitar? 


Si son tres, ¿significará que por lo menos dos sean funcionarios de la Administración contratante y uno 
quedaría cerrado a esta posibilidad? ¿O esto está pensado para que sean cinco y no tres? En este caso, 
mientras en la primera oportunidad quedaba uno liberado a la autoridad de aplicación, en el segundo caso 
quedan liberados dos cargos a la autoridad de aplicación. No sé si con esto me explico. 


Tal como está redactado el artículo, si son tres miembros, quedará claro que dos de ellos dice "por lo menos" 
deban ser de la Administración contratante, y otra persona. No habrá posibilidades de designar otra persona 
como estaba indicado en el proyecto original. De pronto, la duda se me plantea a mí por la forma en que está 
redactado. Nada más que eso; no es un juicio de valor; en todo caso, como se habla de tres a cinco 
integrantes, ¿cuándo es que se aplica esta disposición? Tal como está redactado, podría utilizarse tratándose 
de solo tres miembros. A eso me refiero. Y eso está en la libertad del legislador. 


SEÑOR ASTLI.- Su duda es perfectamente razonable. Cuando leímos este texto partimos de la base de 
que fueran dos funcionarios pertenecientes a la Administración, precisamente, para establecer una 
especie de oposición de intereses, y que no sea solamente uno designado por la dirección para 
participar en esa Comisión Técnica; esto es tanto para la hipótesis de dos, tres, cuatro o cinco 
integrantes. Si fuera en la hipótesis de tres integrantes, podrán ser dos pertenecientes a la 
Administración, dos de la Administración y uno contratado con idoneidad específica. 


Comento que estamos manejando un artículo complementario redactado en acuerdo con otros sectores 
políticos que establece que todos los miembros deberán tener idoneidad técnica en el objeto de la 
contratación, y que estarán obligados a presentar sus declaraciones juradas. 


Redactamos el artículo pensando que aunque fueran tres integrantes, dos deberían ser de la Administración 
para que hubiera una diferente opción de participación en dicha Comisión Técnica. 


SEÑOR RIPPE.- Agradezco la aclaración del señor Diputado y que se comparta la primera inquietud, 
aun siendo tres integrantes. 


De alguna manera, acá se reducen algunos cometidos previstos en el proyecto original vinculados con la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. Sin ingresar en esos cometidos no me corresponde, sí quiero aclarar 
que cuando se cede el contrato hacia privados, solo en el caso de cesión total, se desencadenarán los otros 
procedimientos eventuales de adjudicación. Debe quedar claro que, tal como está redactada la norma, en caso 
de cesiones parciales no ingresaría esa posibilidad. 


Estimo que fue importante ajustar lo vinculado a procedimiento de lo que llamamos "diálogo competitivo", 
que habíamos observado en la oportunidad anterior. En ese momento lo destaco porque es positivo parecía 
ser una alternativa excluyente de otros procedimientos de adjudicación, por decirlo de alguna manera. En este 
caso da la impresión creo que es la impresión correcta que extraigo de esta redacción de que ahora es una 
etapa dentro del procedimiento es lo que habíamos planteado y que efectivamente luego ingresará a los 
procedimientos competitivos que normalmente se plantean en esta situación. 


Es una observación en el sentido de positivizar la solución. No es que hayan recogido nuestro planteamiento, 
pero tiene mucho sentido común plantearlo ahora como un método, pero no como una alternativa optativa 
frente a otros procedimientos de adjudicación. 


Fuera de estas consideraciones salvo preguntas concretas que quieran formular los señores Diputados, no 
tengo observaciones objetivas que realizar. De acuerdo con el texto recibido, parto de la base de que hay una 
serie de disposiciones que fueron eliminadas, otras que se mantienen porque no tienen observaciones, más 
allá de que en algunos casos efectivamente puedo tener dudas sobre esa posibilidad. "Aplaudo" lo digo entre 
comillas que se haya eliminado la posibilidad de hacer modificaciones unilaterales, porque hubiera sido algo 
contraproducente, considerado desde el punto de vista general del Derecho. La unilateralidad no causada 
generalmente es mal vista desde el punto de vista legal o judicial. Reitero que "aplaudo" que las 
modificaciones unilaterales puedan ser causadas, y no como estaba previsto anteriormente. 


En todo lo demás salvo en el documento que no hay mayores aclaraciones o apreciaciones, solo pido una 
aclaración respecto al artículo 56, " Garantías en beneficio de acreedores". Me parece sano que esto se haya 
eliminado de un Capítulo anterior y se incluya dentro del concepto general de garantías. Quisiera saber si en 
ese artículo efectivamente dice "el contratista podrá constituir, en beneficio de sus acreedores, todo tipo de 
garantías reales" o si "deberá hacerlo". 


Parto de la base de que se interpreta el término "podrá" en el sentido de una facultad que tiene el contratista, 
si es que quieren beneficiar de alguna manera a los acreedores. Si hago la observación que ni siquiera es 
observación es para tener la tranquilidad de que efectivamente se trata de una facultad y no de una 
obligación. 


Es cuanto tengo que informar con respecto a las modificaciones introducidas. No ingreso en modificaciones 
que no tienen mucho que ver con temas del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia, los comentarios y la colaboración el doctor Rippe. 


De acuerdo con lo resuelto en su oportunidad, la Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 
——- Continúa la reunión. 


Se va a votar si se pasa a la discusión particular del proyecto: "Contratación de participación público-privada 
para la realización de obras de infraestructura y prestación de servicios conexos". 


(Se vota) 
———- Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión particular. 


En discusión el artículo 1” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 1. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Cero en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 


Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N? 1. 


(Se lee:) 


"Artículo 1%. Objeto.- La presente ley establece el marco regulatorio aplicable al régimen de contratos de 
Participación Público-Privada (PPPs)". 


——- Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 2” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- Creo que la observación que hizo el doctor Cajarville es de recibo. La expresión 
"actuación global e integrada" no quiere decir nada. 


Recuerdo que hace algunos años alguien se había tomado el trabajo de utilizar tres filas de diez palabras cuya 
combinación, cualquiera fuera, sonaba en forma muy rimbombante, pero en realidad, si uno iba al contenido 
que estaba detrás, no había nada. Esto me parece que tiene esa referencia. Ayer se planteaba una alternativa 
directamente a eso, que decía: "(...) el diseño, la construcción, el mantenimiento, la operación de 
infraestructuras o alguna de estas prestaciones además de la financiación", como sustitutivo de esa expresión 
"actuación global e integrada". Me parece que esto merecería, por lo menos, considerarse. 


SEÑOR MUJICA.- Propongo que se desglose este artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, se desglosa el artículo 2. 


En discusión el artículo 3” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos sustitutivos que 
figuran en las Hojas N* 3 y N* 28. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cero en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR MUJICA.- Quiero hacer una aclaración. En la Hoja N* 28, lo que cambia respecto a la Hoja 
N?* 3 es que en el literal a) se agrega la frase "Se considerarán incluidas dentro de las obras viales las de 
caminería rural". 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, se retira el sustitutivo que figura en la Hoja N' 3. 


SEÑOR ABDALA.- Ayer el doctor Cajarville nos formulaba una observación que veo que se ha 
desestimado y no lo estoy calificando; simplemente estoy constatando un hecho en cuanto a revisar la 
exclusión que se hace de los cometidos esenciales del Estado, en la fase que corresponde, es decir, en lo 
que tenga que ver con la construcción de obras públicas o de obras de infraestructura y, 
eventualmente, reservar la exclusividad para la operación de las mismas, y él decía con toda claridad 
que si el propósito es preservar el cometido esencial del Estado en manos del Estado no es necesario 
amputarse la posibilidad de que a los organismos respectivos que tienen a su cargo el cumplimiento de 
esos fines primarios, por ejemplo, el Ministerio de Defensa Nacional citaba ese mismo ejemplo, se los 
autorizase a construir obras de infraestructura. 


Señalo esto porque desestimar el planteo del doctor Cajarville implicaría restringir en algo el alcance de la 
ley o, por lo menos, prescindir de poder ajustar el ámbito de aplicación en términos que mañana pueden ser 
muy beneficiosos. Me parece que no es un tema menor. 


Dejo planteado es un tema apenas de forma o de carácter gramatical que en el antepenúltimo inciso, en el 
mismo párrafo que habla de los cometidos del Estado si se persistiese con esta solución, se habla de "[...] 
cometidos cuya prestación se comete al Estado [...]". Me parece que tendríamos que buscar otro verbo, 
porque los cometidos se cometen; en todo caso, va de suyo que se cometen. Sugeriría que se estableciera: " 
[...] los cometidos cuya prestación se encarga el Estado en forma exclusiva" o "se encomienda al Estado en 
forma exclusiva". 


SEÑOR POSADA.- Solicito que se desglose también este artículo que figura en la hoja N' 28. 


SEÑOR ASTI.- Si bien estamos de acuerdo con que se puedan desglosar los artículos a pedido de 
cualquier legislador, no quisiera que la intervención del Diputado que me precedió en el uso de la 
palabra quedara separada de las opiniones del doctor Cajarville y de lo que nosotros manifestamos 
esta mañana. Me gustaría que las argumentaciones quedaran juntas. 


Nosotros entendemos que cuando se exceptúan de este régimen de contratación los cometidos cuya 
prestación se comete o se asigna al Estado, no se está hablando de restringir que los organismos del Estado 
que tienen cometidos cuya prestación es exclusiva, como es poníamos el ejemplo en el día de ayer el Poder 
Judicial, puedan realizar contratos de este tipo. O sea que todo el Poder Judicial puede realizar contratos de 
este tipo. El cometido esencial y exclusivo que tiene el Poder Judicial es administrar la justicia y no por eso 
queda afuera de la posibilidad de hacer infraestructura de este tipo. 


Por lo tanto, a diferencia de lo que se expresaba anteriormente, entendemos que los cometidos se refieren a la 
forma de ejercer lo que la Constitución establece que es exclusivo y de ninguna manera a la construcción de 
infraestructura vinculada a esos servicios exclusivos o a esos cometidos esenciales del Estado. Por el 
contrario, nosotros vamos por el lado de que las infraestructuras y los servicios complementarios que puedan 
tener, se puedan realizar por este procedimiento. Los que no se pueden realizar, porque obviamente quedarían 
fuera de la Constitución de la República, en el caso de la Suprema Corte de Justicia, son los servicios de 
Justicia, por más que estos se presten en una infraestructura con servicios adicionales construidos por este 
sistema. Obviamente, lo mismo ocurre para Defensa Nacional. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que esto lo vamos a discutir después. Simplemente, dejo constancia de 
que advierto que esa es la intención y que esa es una de las posibles interpretaciones; como se me 
ocurre que no es la única factible, creo que tendríamos que aguzar el ingenio a los efectos de lograr la 
mejor redacción. Este es el propósito de mi planteo inicial, pero lo discutiremos cuando llegue el 
momento. 


SEÑOR POSADA.- La intención de plantear el desglose era para evitar la discusión ahora y avanzar. 
Creo que hay que hacer un ajuste en materia de redacción, no solo en este punto comparto las 
observaciones planteadas por el doctor Cajarville y reiteradas ahora por el señor Diputado Abdala; no 
está en cuestión cuál es el sentido de lo que está planteado en este inciso. Está claro que el objetivo ha 
sido expresamente dicho. 


Me parece que, en todo caso, hay que hacer un pequeño ajuste de redacción para dejarlo más claro. 


Además, habría que eliminar en el penúltimo inciso la referencia a entes de enseñanza pública que, en 
realidad, están incluidos en los Entes Autónomos, como se había señalado en la intervención del doctor 
Cajarville. Esto lo vamos a plantear cuando retomemos el tema después del desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acepto el criterio. Ahora; no sé por qué no terminamos de discutir esto y ya 
lo dejamos aprobado, porque ya está dada la discusión; podríamos ajustar la redacción; si hay votos 
para ajustarla la reajustamos y, si no, no la ajustamos y ya dejamos este artículo aprobado. 


SEÑOR POSADA.- Sugiero la siguiente modificación en el segundo párrafo del literal e): "Se 
exceptúan de este régimen de contratación los cometidos esenciales' propongo agregar la palabra 
"esenciales'” porque, en realidad, es a lo que nos estamos refiriendo "cuya prestación corresponde" 


comparto que hay que cambiar la palabra "comete" "al Estado en forma exclusiva, así como la 
explotación de los monopolios establecidos por ley a favor de éste". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, eliminamos del penúltimo inciso del literal c) la 
expresión "Entes de Enseñanza Pública". 


Vamos a proceder a leer la Hoja N* 28, Artículo 3%, donde se han modificado los incisos antepenúltimo y 
penúltimo. Queda redactado de la siguiente manera: "Se exceptúan de este régimen de contratación los 
cometidos esenciales cuya prestación corresponde al Estado en forma exclusiva, así como la explotación de 
los monopolios establecidos por ley a favor de éste. A los efectos de la presente ley, se consideran 
comprendidas en el término 'Administración Pública' los Poderes del Estado, Tribunal de Cuentas, Corte 
Electoral, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
Gobiernos Departamentales, sin perjuicio de las atribuciones, facultades, derechos y obligaciones que les 
asignen la Constitución de la República y normas legales aplicables". 


SEÑOR ABDALA.- Estoy dispuesto a acompañar la propuesta que hace el señor Diputado Posada. Me 
felicito de haber planteado que se haya generado esta discusión porque me parece que de esta forma, a 
la hora de la aplicación de la ley, va a quedar clara cuál fue la voluntad legislativa en el sentido de que 
esto no excluye la posibilidad de que aquel organismo que tenga a su cargo el cometido de un fin 
primario del Estado la justicia, la defensa nacional, las relaciones exteriores pueda utilizar este 
instrumento a los efectos de construir una obra de infraestructura. Por lo pronto, tiene valor el hecho 
de haber generado esta discusión. 


SEÑOR POSADA.- Sería bueno que reiteráramos en Sala la observación que hizo el Diputado Abdala. 
Cuando vayamos a votar este artículo debemos dejar la constancia expresa, de forma tal de que 
después, a la hora de la interpretación de lo que puedan ser obras de infraestructura a desarrollarse 
por parte de cualquiera de los organismos del Estado que cumplen cometidos esenciales, quede claro 
que tanto en ese caso como en el de los monopolios, toda obra de infraestructura, en definitiva, puede 
desarrollarse a través de este instrumento que es el contrato de participación público-privada. 


SEÑOR MUJICA.- En la medida en que vamos a votar ahora, también voy a hacer una aclaración que 
quiero que conste en la versión taquigráfica. 


El literal d), donde dice: "Obras de infraestructura social, incluyendo cárceles, centros de salud [...]", etcétera, 
en la mención que hace a "[...] obras de mejoramiento, equipamiento y desarrollo urbano" incluye, en el 
entender de esta bancada, todo lo que sea infraestructura turística; es decir que eso queda comprendido dentro 
este concepto que hemos manejado. Con esto cumplimos con un compromiso que habíamos hecho con 
algunos miembros de la oposición de que íbamos a dejar constancia verbal de este hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el sustitutivo que figura en la Hoja N* 28, con las 
modificaciones verbales formuladas en Sala. 


(Se vota) 


——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR BERNINL- No creo que sea de estilo y no forma parte de mi forma de actuación 
parlamentaria fundar el voto en Comisión; en todo caso, creo que corresponde hacerlo en el plenario. 


De todas maneras, quiero dejar una constancia. Sobre este artículo en especial en el transcurso de la votación 
nos referiremos a otros artículos tenemos algún matiz respecto a los alcances de las obras de infraestructura 
en cuanto al ámbito de aplicación que define este artículo 3%. Nosotros, que valoramos que hemos tenido un 
muy buen trabajo y que vamos a terminar por votar un muy buen proyecto de ley comparado con lo que fue 
el original, siempre pensamos que el fundamento básico de este proyecto de ley eran las carencias en materia 
de financiamiento del Estado a nivel presupuestal para poder desarrollar las obras de infraestructura que 
tienen que ver con el tema productivo, y que eso objetivamente significaba un freno para el desarrollo del 


crecimiento del país. No vemos de la misma manera las obras de carácter social porque luego es muy difícil 
ver las contrapartidas que tienen. En definitiva, la propia ley define un tope máximo vinculado al PBL. 
Entendemos que en el Presupuesto Nacional hemos votado dineros importantes para desarrollar las obras de 
carácter social. Por lo tanto, ese es el matiz. Entendíamos que las obras de infraestructura fundamentalmente 
tenían que ser las de carácter productivo y, en última instancia que quede bien claro, esto no inhibe en 
absoluto a dar nuestro voto al artículo. 


En todo caso, esta es la constancia y el matiz que queríamos dejar planteados. 
SEÑOR POSADA.- Voy a fundamentar el voto. 


Compartimos este artículo así como está, pero participamos de la observación y del fundamento que hacía 
recién el señor Diputado Bernini. Yo creo que lo central de este instrumento es levantar las restricciones que 
existen en materia de infraestructura a los efectos de consolidar el desarrollo económico; me parece que ese 
es el principal objetivo. 


Otro objetivo es que, en la medida en que hay un tope establecido, en todo caso podrá servir para 
complementar y dar una respuesta en el área social más rápida que la que podría estar dando el Estado. Pero, 
como bien se decía, la prioridad en términos de creación del instrumento está orientada a una infraestructura 
que es pública, pero que en este momento el Estado no está en condiciones de distraer sus esfuerzos y su 
financiamiento en su desarrollo. 


Después quisiera proponer un pequeño cambio al artículo que acabamos de votar desde el punto de vista de la 
presentación. 


SEÑOR ASTI.- A modo de fundamento de voto, quiero decir que nosotros acompañamos este artículo 
tal como está redactado, partiendo de la base de que todas estas inversiones que se plantea realizar con 
participación público-privada, son complementarias de las que va a efectuar el Estado, que ya hemos 
votado en el Presupuesto Nacional y que seguramente se votarán en próximas Rendiciones de Cuentas 
y Presupuestos. Creo que es esencial dejar clara esta complementariedad, en el sentido de que no 
estamos sustituyendo inversión pública, ya definida, por inversión privada, sino que estamos 
complementando una con la otra. En este caso, si bien está la prioridad que el propio artículo va dando 
en su desarrollo, en lo que tiene que ver con el sector productivo, también viene a complementar obras 
de carácter social, como las que están expresadas en el literal d). 


SEÑOR POSADA.- En el artículo 3”, que acabamos de votar, establecemos los literales a), b), c) y d) y 
después hablamos de los literales a), b) y c). Entonces, creo que en la segunda oportunidad, podríamos 
enumerar "ii", "ii" y "¡1i", a los efectos de no generar ulterioridades en materia de referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto lo que expresa el señor Diputado; se toma nota para realizar las 
modificaciones respectivas. 


En discusión el artículo 4” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos sustitutivos en las 
Hojas N* 4 y N* 29. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa.- NEGATIVA. Unanimidad. 

La Hoja N* 4 va a ser retirada. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 29, 


(Se lee:) 


"Artículo 4”. (Principios y orientaciones generales).- Todos los actos y contratos celebrados en el marco de la 
presente Ley deberán observar los siguientes principios y orientaciones generales: Transparencia y 
publicidad: Todas las actuaciones desarrolladas en el marco de proyectos de Participación Público Privada, 
con las limitaciones que en cada caso establezca la normativa vigente, serán públicas y estarán sujetas a 
mecanismos de control. Protección del interés público: Todo proyecto de Participación Público Privada, 
deberá procurar el beneficio público, respetando el interés general, y adoptar los mecanismos de participación 
y control que serán de aplicación durante toda la vigencia del contrato. Eficiencia económica: La celebración 
de contratos por parte de la Administración Pública, en el marco de proyectos de Participación Público 
Privada, deberá basarse en la consecución del mayor Valor por Dinero, incluyendo tanto la reducción de 
costos como los niveles de riesgo así como plazos de disponibilidad. Adecuada distribución de riesgos: Los 
contratos celebrados en el marco de proyectos de Participación Público Privada deberán contemplar una 
adecuada distribución de riesgos entre las partes, de modo tal de minimizar el costo asociado a los mismos. 
Transferencia: Los contratos deberán establecer las modalidades en que las obras y los bienes e instalaciones 
necesarias para su explotación puedan ser revertidas o transferidas a la Administración, según corresponda. 
Ecuanimidad: La selección de los sujetos contratantes deberá llevarse a cabo observando criterios de 
transparencia, ecuanimidad y no discriminación, promoviendo la competencia entre los oferentes y 
procurando alcanzar un adecuado equilibrio entre la necesaria celeridad, reducción de costos de los 
procedimientos y la selección de la mejor propuesta a los intereses públicos. Temporalidad: Todos los 
contratos que se celebren deberán establecer un plazo máximo de duración. El plazo máximo de duración del 
contrato y de sus prórrogas no podrá exceder de 35 años. Responsabilidad fiscal: Las erogaciones y 
compromisos financieros que se asuman en el marco de proyectos de Participación Público Privada deberán 
ser consistentes con la programación financiera del Estado, en un marco de responsabilidad fiscal y de la 
debida rendición de cuentas. Control: La Administración Pública contratante deberá establecer en los 
respectivos contratos mecanismos de control adecuados para la efectiva protección de los derechos de los 
usuarios y la continuidad y eficiencia en la prestación de los servicios correspondientes. Protección del 
desarrollo sustentable: Los proyectos ejecutados a través de mecanismos de Participación Público Privada 
deberán propender al desarrollo sustentable de la sociedad y de la economía, adoptando medidas de 
protección al medio ambiente en beneficio de las generaciones actuales y futuras. Respeto a los derechos 
laborales y las normas legales que lo regulan". 


SEÑOR ASTTI.- Con respecto a este sustitutivo, tenemos un simple agregado verbal que refiere al literal 
k). Allí donde se establece el "Respeto a los derechos laborales y a las normas legales que lo regulan", 
simplemente agregaríamos: "tanto en el ámbito público como privado". 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la Hoja N' 29, que contiene un sustitutivo al artículo 4”, con la 
modificación propuesta por el señor Diputado Asti. 


(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 5%, en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MUJICA.- Corresponde aclarar que en este artículo se propone eliminar el inciso segundo que 
dice: "el contratista podrá constituir, en beneficio de sus acreedores, todo tipo de garantías reales y 
personales sobres sus bienes y derechos, actuales y futuros, conforme al régimen legal vigente, 
incluyendo, entre otras, la constitución de prendas sobre flujos de fondos futuros a generarse en el 
proyecto así como fideicomisos de garantía". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 5”, con la modificación referida por el señor 
Diputado Mujica. 


(Se vota) 


——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 6” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N? 5. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N? 5. 
(Se lee:) 


"Artículo 6”.- Contribuciones públicas para el desarrollo de proyectos de Participación Público Privada.- 
Conforme a las características concretas de cada proyecto y a efectos de viabilizar los mismos, el contrato 
podrá prever la realización de contribuciones por parte de la Administración Pública, tales como aportes 
pecuniarios, otorgamiento de subvenciones, créditos, garantías para la financiación del proyecto, garantías de 
obtención de ingresos mínimos y exoneraciones fiscales, entre otras. De estas contribuciones, las que lo 
requieran, deberán contar con el decreto del Poder Ejecutivo correspondiente. En ningún caso se podrá 
asegurar contractualmente niveles mínimos de rentabilidad del proyecto. El contrato deberá determinar las 
condiciones a cuyo cumplimiento se sujetarán las contribuciones públicas, su modificación o cese. Los 
aportes económicos por parte de la Administración Pública podrán realizarse cuando éstos constituyan un 
estímulo a la gestión económica más eficiente y ello redunde en su beneficio y en el de los usuarios del 
servicio, de acuerdo al resultado de los estudios previos previstos en el artículo 16 de la presente ley”. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


———- Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR BERNINI.- A modo de fundamento de voto, quiero decir que en el mismo sentido de mi 
intervención con respecto al artículo 3%, y a cuenta de una exposición en Cámara, votamos este 
artículo, pero tenemos algún matiz referido a las posibilidades que tendría la Administración Pública 
para aportar y contribuir al contrato específico, para que su desarrollo pueda tener un fin social 
importante o de enriquecimiento del patrimonio del Estado, etcétera. 


Desde nuestro punto de vista, hay algunos aspectos que tendrían que ser más acotados; en ese sentido, nos 
referiremos en detalle en el seno del plenario de la Cámara, particularmente en lo que alude a la garantía de 
ingresos mínimos y a las garantías de crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos al análisis del Capítulo IL, "Marco Institucional". 


En discusión el artículo 7 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


En discusión el artículo 8” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos sustitutivos en las 
Hojas N* 6 y N* 30. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cero por la afirmativa. NEGATIVA.- Unanimidad. 


La Hoja N? 6 ha sido retirada. 
Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 30. 
(Selee:) 


"Artículo 8%. Comisión Técnica.- Para cada proyecto la Administración Pública contratante designará una 
Comisión Técnica que asesorará en todas las etapas del procedimiento de contratación. La Comisión Técnica 
estará integrada por un mínimo de tres y un máximo de cinco miembros, debiendo ser dos de ellos, por lo 
menos, funcionarios de la Administración Pública contratante y otro, que podrá pertenecer o no a la misma. 
Todos sus miembros deberán tener idoneidad en los diferentes aspectos que componen la materia de 
contratación. 


Todos los integrantes de las comisiones técnicas estarán obligados a presentar declaración jurada de acuerdo 
a la Ley_N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998". 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: voy a solicitar el desglose de esta Hoja porque adelanto que 
contempla algunos de los aspectos que habíamos conversado con los colegas integrantes de la 
Comisión, referidos a los elementos de la idoneidad. Quisiéramos analizar un poco más la forma de 
designación o de integración de la Comisión o de las Comisiones Técnicas. 


Hago este planteo para poder hacer las consultas del caso con los compañeros del Partido Nacional. No 
estamos ante un tema de principios, ni mucho menos, pero advierto que la incorporación de un segundo 
inciso a este artículo se vincula con un objetivo de transparencia que todos compartimos. Ahora bien; el 
hecho de que compartamos el objetivo de la transparencia, no quiere decir que en todo caso esta sea la mejor 
resolución a los efectos de la ejecución de los proyectos en el futuro. Por eso este es un aspecto sobre el que 
yo quisiera reflexionar y sobre todo hacer las consultas respectivas a mi bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, se desglosa la Hoja N” 30, que contiene un sustitutivo del 
artículo 8". 


En discusión el artículo 9” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- En este artículo también hubo una observación planteada por el doctor Cajarville, 
que me parece absolutamente de recibo, respecto al rol de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
Yo ensayé una redacción, pero no me convence, por lo que pediría el desglose de este artículo, a fin de 
ajustar el rol de esta Oficina. Está claro que debe tener participación, pero hay que definir cómo se da 
sin terminar estableciendo un rol de decisión que no le corresponde. 


Se trata de un mínimo ajuste de redacción que propondría analizarlo después. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, correspondería pasar a votar el artículo 9, tal como viene 
del Poder Ejecutivo, desglosando el literal b). 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Queda desglosado el literal b). 

No hay ninguna modificación propuesta para los artículos 10 y 11, por lo que podrían ser votados en bloque. 


En discusión los artículos 10 y 11 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


Se van a votar. 
(Se votan) 
——— Once por la afirmativa. AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


En discusión el artículo 12 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N? 8. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa. NEGATIVA.- Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 8. 
(Se lee:) 


"Artículo 12. Contratos de Participación Público Privada Institucional.- En el marco de los cometidos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley N* 15.785, del 4 de diciembre de 1985, en la redacción dada por el 
artículo 34 de la Ley N” 18.602 del 21 de setiembre de 2009, la Administración Contratante podrá celebrar 
directamente contratos de Participación Público Privada con la Corporación Nacional para el Desarrollo de 
acuerdo a los procedimientos definidos en los artículos 15, 16, 17 y 18 de la presente ley. En caso de que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo ceda en forma total el contrato referido deberá hacerlo por alguno 
de los procedimientos definidos en los artículos 19 y 20 de la presente ley". 


Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa. AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


En discusión el artículo 13 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera solicitar el desglose de este artículo porque en este caso, más que 
observaciones de texto, en la bancada del Partido Nacional tenemos pendiente una definición política 
sobre este aspecto, tal como quedó claro en la agrupación parlamentaria que se realizó en la jornada 
de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, se desglosa el artículo 13. 


En discusión el artículo 14 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 31. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa. NEGATIVA.- Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 31. 

(Se lee:) 

"Artículo 14. Registro de Proyectos. Créase el Registro de Proyectos de Participación Público-Privada cuya 
organización se comete al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), el que incluirá los contratos suscritos 


para el desarrollo de proyectos de Participación Público-Privada y sus modificaciones, los llamados a 
interesados para la adjudicación de proyectos de Participación Público-Privada, las iniciativas privadas 


presentadas para el desarrollo de proyectos de Participación Público-Privada, respetando los derechos de 
confidencialidad que correspondan al titular de la misma, y los informes de auditoría de proyectos de 
Participación Público-Privada. La reglamentación establecerá el contenido y las formalidades bajo las cuales 
corresponderá la constitución y administración del Registro, así como la actualización de la información 
contenida en el mismo, entre otros aspectos. Un resumen de los contenidos de este Regristro deberá 
informarse anualmente a la Asamblea General, en cada instancia Presupuestal o Rendición de Cuentas”. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que deberíamos hacer un agregado en la redacción de este artículo... 
SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite? 


SEÑOR POSADA.- Sí. 


SEÑOR ABDALA.- Todos sabemos cuál es el sentido de la incorporación de propuesta en la Hoja N* 
31, pero desde el punto de vista de la técnica legislativa, tal vez la solución sea aprobar el artículo 14 en 
su redacción original y, en lugar de incorporar un segundo inciso a esta norma, agregarlo al artículo 
63, que regula el control parlamentario y que en su último inciso establece: "La evolución de dichos 
topes deberá informarse anualmente a la Asamblea General". Allí podríamos introducir este elemento 
que, por supuesto, nosotros reclamamos. Entiendo que esta podría ser una solución. 


SEÑOR BERNINI.- Estamos hablando de técnica legislativa; creo que conceptualmente todos estamos 
de acuerdo. 


Ahora bien; este artículo específicamente se titula: "Registro de Proyectos" y regula de qué manera se hace. 
Por lo tanto, nos parece que es correcto el lugar en el que está. 


Entiendo el argumento en cuanto a que el referido artículo en cuanto a los controles parlamentarios también 
tiene algo que ver con esto. En todo caso, si hay dudas con respecto a la redacción, supongo que podríamos 
desglosar ese punto y votar el resto. 


SEÑOR MUJICA.- En realidad, este inciso que se agrega es resultado de las conversaciones bilaterales 
que tuvimos con el Partido Nacional y sobre las cuales también habíamos informado al Partido 
Independiente. 


En cuanto a lo que planteaba el Diputado Abdala, nosotros tuvimos la misma duda: si ponerlo al final del 
artículo 63 o al final del artículo 14. Como el artículo 63 no refiere al Registro sino a los topes y su informe a 
la Asamblea General, la otra alternativa era establecer, en el artículo en el que consta que debe haber un 
Registro, que se debe informar de un resumen de ese Registro a la Asamblea General. La duda es pertinente 
pero optamos por ponerlo en el artículo que se refiere al tema. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que no estamos frente a una cuestión de fondo sino de forma. 


Me parece quiero reafirmar eso que la creación del Registro es pertinente y que, además, es pertinente que se 
introduzca en este Capítulo. Eso está fuera de discusión. Por eso creo que no se me interpretó bien: yo estaba 
sugiriendo votar la creación del Registro ahora y el artículo 14 tal como venía proyectado del Poder 
Ejecutivo. Entiendo que en la medida en que lo que estamos ahora agregando tiene que ver no con el Registro 
sino con el control parlamentario es una cuestión de sujeto y predicado, bueno sería incorporar esta 
modificación en el artículo correspondiente a los controles parlamentarios, que es el artículo 63. Reitero que 
el efecto jurídico es el mismo. También es un tema de gustos. A mí me parecía de mejor técnica legislativa ir 
por el otro camino, pero por supuesto que no voy a hacer una cuestión por eso. 


SEÑOR POSADA.- A ver si podemos saldar este asunto con lo siguiente: después de "[...] entre otros 
aspectos". Sugiero agregar: "Este Registro, en forma abreviada, se dará cuenta a la Asamblea General 
en cada instancia presupuestal o de Rendición de Cuentas". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá estamos ante dos criterios. Uno es la modificación que plantea el señor 
Diputado Posada para mantenerlo en el artículo y otro es la propuesta del señor Diputado Abdala de 
retirar este último inciso y llevarlo al artículo 63. Primero tenemos que resolver si lo mantenemos acá o 
lo retiramos, y luego qué redacción lleva. 


SEÑOR ABDALA.- El Presidente lo resumió claramente. En esa línea de razonamiento, la propuesta 
que yo podría llegar a formular es que el último inciso del artículo 63, cuando llegue el momento, rece 
así: "La evolución de dichos topes, así como un resumen de los contenidos del Registro previsto en el 
artículo 14, deberán informarse anualmente |[...]". 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la Hoja N* 31 hasta donde dice: "[...] entre otros aspectos", que 
es lo que corresponde al proyecto del Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La redacción de ese inciso queda pendiente para cuando lleguemos al artículo 63. 


SEÑOR ASTI.- Quiero plantear una cuestión de trámite o de técnica legislativa. Esto se va a reiterar 
cuando lleguemos a los artículos 61, 62 y 63, que son los correspondientes al control parlamentario. 


Ya lo habíamos visto en el Presupuesto y lo habíamos observado: en el año del Presupuesto hay Rendición de 
Cuentas y Presupuesto. Como esto es una rendición anual creo que deberíamos referirnos solamente a 
Rendición de Cuentas, que es la que hay todos los años, porque en el caso del Presupuesto queda la duda si lo 
presentan en el Presupuesto o en la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene razón. 


Entonces, vamos a encomendar al señor Diputado Abdala que termine la redacción y cuando lleguemos al 
artículo 63 lo incorporamos. 


SEÑOR GANDINI.- No quiero entretener a la Comisión porque esta es una constancia que dejaré 
posteriormente con más detalle 


El artículo 14 hace referencia lateral a un tema que creo que también está consagrado en dos artículos 
respecto a los derechos de confidencialidad que puede tener alguna de las etapas del contrato. Quiero dejar la 
constancia de que, a mi juicio, el contrato no puede ser confidencial. Reitero: el contrato. Esto lo digo porque 
estoy analizando algunos elementos que aparecen de otros contratos mantenidos con el Estado, de los cuales 
me ha llegado información acerca de que hay ciudadanos que han reclamado conocer sus contenidos y no han 
podido conocerlos más allá de los derechos que pueden asistir; luego lo ha reclamado el Fiscal Viana y no ha 
podido lograrlo por la vía administrativa y ahora lo está haciendo a través de la vía judicial. ¡Un Fiscal!, para 
conocer un contrato del Estado. Me refiero al caso ENCE. 


Yo no tengo detalles sobre si eso es así, pero me parece que en los contratos de participación público-privada 
puede haber alguna cláusula de confidencialidad, pero jamás el contrato puede ser confidencial. Por lo tanto, 
yo que no he podido estudiar el tema a fondo para garantizar esa circunstancia, considerando que aquí 
lateralmente trata el tema diciendo que se registrarán respetando los derechos de confidencialidad que 
corresponden al titular de la misma, quiero dejar constancia de que en su momento lo replantearé. 


SEÑOR MUJICA.- En varios artículos del proyecto se alude a los derechos de confidencialidad. 


La confidencialidad a la que se alude, porque se habla siempre de derechos de confidencialidad, es a la de la 
información sobre la empresa que aspira a ser contratista. El proyecto no establece que el contrato sea 


confidencial. En el proceso de evaluación del proyecto es muy posible que los evaluadores que bien pueden 
ser terceros; no necesariamente el Estado accedan a información sobre la empresa que pretende ser 
contratista para hacer el proyecto, y aunque pueda ser relevante para la decisión sobre el proyecto y sobre su 
contratista, el Estado no tiene derecho a permitir una divulgación porque no son informaciones respecto al 
contrato sino sobre la empresa en particular. Eso es lo que se ha tratado de preservar. Es una práctica usual en 
el Derecho Comercial el hecho de que cuando una empresa expone su situación porque aspira a un contrato, 
esa información que brinda no sea manejada públicamente. Esa es la intención. 


Estoy de acuerdo con que se hagan las observaciones, pero el espíritu del proyecto de ley viene por el lado 
que expliqué. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Comparto el criterio que se está estableciendo aquí con respecto a la 
confidencialidad. 


En el artículo 14 se habla del Registro del Proyectos de Participación Público-Privada que contendrá una 
cantidad de situaciones, como los contratos. En cuanto a la confidencialidad, específicamente refiere a "[...] 
las iniciativas privadas presentadas para el desarrollo de proyectos de Participación Público-Privada [...]", 
respetando los derechos de quienes las hayan presentado. Podría resultar que un privado presentara una 
iniciativa de un proyecto que el Estado entienda que en su momento no lo va a desarrollar, pero esa iniciativa 
estará allí y hay que seguir respetando el derecho de confidencialidad. En ningún momento así lo entiendo yo 
se refiere a los contratos. 


De todas maneras, comparto el criterio de que un contrato del Estado debería ser siempre público. 


SEÑOR POSADA.- En función de lo que estábamos hablando, quizás la intervención del señor 
Diputado Gandini nos haga reflexionar sobre la claridad del texto que acabamos de votar 


En todo caso, creo que lo que puede inducir, por lo menos, a una interpretación distinta es la expresión: "[...] 
que correspondan al titular de la misma [...]". Obviamente, "la misma" se refiere a la iniciativa pero, en 
realidad, en el texto se habla de iniciativas privadas. Entonces, creo que en este caso no estaría de más que en 
lugar de decir "titular de la misma" dijera "al titular de la iniciativa" para que quedara absolutamente claro 
cuál es la referencia con la palabra. Me parece que de esta manera evitaríamos eventuales errores de 
interpretación. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a reconsiderar la votación del artículo 14 que ya fue votado. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Once por la afirmativa.: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se va a votar el artículo 14 con la siguiente redacción: "Registro de Proyectos. Créase el Registro de 
Proyectos de Participación Público-Privada cuya organización se comete al Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF), el que incluirá los contratos suscritos para el desarrollo de proyectos de Participación 
Público-Privada y sus modificaciones; los llamados a interesados para la adjudicación de proyectos de 
Participación Público-Privada; las iniciativas privadas presentadas para el desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada, respetando los derechos de confidencialidad que correspondan al titular de la 
iniciativa; y los informes de auditoría de proyectos de Participación Público-Privada. La reglamentación 
establecerá el contenido y las formalidades bajo las cuales corresponderá la constitución y administración". 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ingresamos en el Capítulo Ill, "Procedimiento de contratación". 


En discusión el artículo 15 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 16 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 10. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Cero en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 10. 
(Se lee:) 


"Artículo 16. (Evaluación previa).- Con carácter previo a la iniciación del procedimiento de contratación, la 
Administración Pública contratante deberá contar con un documento de evaluación en que se ponga de 
manifiesto la viabilidad y la conveniencia del proyecto en cuestión. Dependiendo de las características de 
cada proyecto, la evaluación previa podrá separarse en estudios de prefactibilidad, estudios de factibilidad y 
estudios de impacto. El documento de evaluación deberá incluir, entre otros aspectos, un análisis comparativo 
con formas alternativas de contratación que justifiquen en términos técnicos, jurídicos, económicos y 
financieros, la adopción de esta fórmula de contratación. En particular, se deberá mostrar que el modelo de 
contratación propuesto es el que permite al Estado obtener el mayor "Valor por Dinero". La reglamentación 
establecerá el alcance, forma y contenido de dicha evaluación previa, incluyendo, entre otras, las áreas 
técnica, comercial, financiera, jurídica, ambiental y de impacto económico y social". 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 17 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, desglosando el literal b). Este 
artículo tiene un aditivo que figura en la Hoja N* 11, que contiene el literal b), tal cual fue redactado, y el 
literal n) que es nuevo. 

Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Léase el aditivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 11. 

(Se lee:) 

"b) Condiciones de reparto de riesgos entre el contratante y el contratista, desglosando y precisando la 
imputación de los riesgos derivados de la variación de los costos de las prestaciones y la imputación de los 
riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas prestaciones, entre otros. n) Otras obligaciones del 
contratista como ser la presentación de sus estados contables auditados, dentro de un plazo de seis meses 


contados a partir del cierre de cada ejercicio fiscal". 


——— Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 18 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo que 
figura en la Hoja N* 12. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cero en once: NEGATIVO. Unanimidad. 


SEÑOR GANDINLI.- Quiero hacer una consulta. Aquí se encomienda a estos dos organismos evaluar en 
forma coordinada los informes y dice: "[...] tomando en consideración el impacto social y económico 
del proyecto, los aspectos presupuestarios, la viabilidad económica-financiera [...]", etcétera. El 
impacto medioambiental no se considera aquí, tomando en cuenta que inclusive se considera algo muy 
difícil de evaluar objetivamente como es el impacto social, algo que se hace seguramente desde una 
visión técnica, pero no a cargo de un ámbito especializado ni legalmente regulado. Sin embargo, el 
impacto ambiental sí lo es. Pregunto: ¿es aquí donde debería exigirse que estuviera el impacto 
ambiental? 


SEÑOR POSADA.- En realidad, existe toda una legislación en materia del estudio de impacto 
ambiental. Consecuentemente, estos proyectos, como cualquier otro, tendrá que cumplir con la 
legislación vigente. Por lo tanto, en función de la legislación aplicable, deberán presentar ante el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los correspondientes estudios de 
impacto ambiental, que además serán de su cargo de acuerdo con la legislación vigente. 


Por lo tanto, me parece que aquí no deberíamos hacer una referencia expresa. Las leyes de la República se 
aplican a los contratos con sentido general sin perjuicio de las particularidades sobre las cuales estamos 
legislando. 


SEÑOR GANDINL- Mi duda surge porque se hace una relación taxativa de qué debe tenerse en 
cuenta, y el hecho de no incluir un aspecto, cuando se incluyen otros, puede hacer pensar que no se 
exigirá, o que se exigirá en otra etapa. Y como estamos hablando de la aprobación de los estudios 
previos y las bases de contratación, y para eso se toman en cuenta aspectos presupuestarios, de 
viabilidad económica-financiera, e impacto social entre otras cosas, a lo mejor en esta etapa, antes de 
seguir adelante, el Estado debería considerar si de alguna manera cumple normas ambientales y no 
seguir avanzando para luego encontrarnos con un proyecto en el que la sociedad se enfrente a un 
dilema: avanza sobre algo que viola la norma en materia ambiental, pero que genera expectativas 
sociales, económicas, que ya provocó movimientos en una zona etcétera o, como hay una normativa, lo 
deja de lado y frustra esas expectativas. 


Entonces, no sé si no es este el momento en el que se deben hacer las consideraciones sobre el particular. 


SEÑOR MUJICA.- Entre las exigencias de lo que debe contener un contrato de este tipo, en el literal j) 
del artículo 4” se incluye una evaluación de su contribución al desarrollo sustentable. De modo que si 
está contenido en el espíritu de todos los contratos que se incluya un criterio de ese tipo, no sería 
incoherente que esto se evalúe. 


Creo que hay algún otro artículo en lo que tiene que ver con los contenidos del contrato donde esto se 
menciona. De todos modos, si está mencionado como principio general y luego como parte de los contenidos 
de los contratos, es absolutamente razonable que se lo controle. 


Por lo tanto, me parece que se podría agregar una coma e incorporar el término "ambientales" y todo lo 
demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo; eso sería lo mejor. 


SEÑOR POSADA.- Yo no creo que sea lo mejor, porque acá estamos estableciendo los controles que va 
a realizar el Ministerio de Economía y Finanzas y la OPP, que son más bien de la oportunidad y de la 
conveniencia. Los controles medioambientales, los tiene que realizar la oficina especializada. 


Entonces, en todo caso se podría iniciar la referencia diciendo: "sin perjuicio de los controles ambientales 
establecidos por ley", pero no es aquí donde se tienen que determinar, porque hay leyes específicas en tal 
sentido. 


SEÑOR MUJICA.- La referencia que yo hacía está en el artículo 40 y no tiene que ver con los 
contenidos del contrato, sino con lo que debe ser controlado una vez que el contrato está en marcha. Es 
decir, para cuando la Administración pasa a controlar que se cumpla o no el contrato, se incluyó 
específicamente que también se controlen los aspectos ambientales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero lo que decía el Diputado Gandini era previo. 


SEÑOR MUJICA.- Claro, lo que estoy diciendo es que en definitiva hay una alusión previa a los 
contenidos generales de los proyectos y una referencia explícita a que el impacto ambiental debe ser 
controlado cuando se controla la marcha del proyecto. 


Por lo tanto, creo que de la manera en que se crea conveniente se podría incorporar una mención en esta 
etapa, que sería coherente con todo lo que se está haciendo. 


SEÑOR GANDINI.- A mí me parece bien intentar una redacción como la que propone el Diputado 
Posada: "sin perjuicio de exigir las autorizaciones en materia medioambiental que establece la ley". Si 
se quiere, podríamos afinar la redacción ahora para agregarla al final del texto, como dijo el señor 
Diputado Posada, poniendo una coma y continuando con "sin perjuicio", etcétera. 


SEÑOR ASTTI.- El artículo 16, que es el que hace la evaluación previa que luego va a controlar, según el 
artículo 18 dice: "La reglamentación establecerá el alcance, forma y contenido de dicha evaluación 
previa, incluyendo, entre otras, las áreas técnica, comercial, financiera, jurídica, ambiental y de 
impacto económico y social". 


Como dije, esta es la evaluación previa que luego pasa por el control del Ministerio de Economía y Finanzas 
y la OPP. Obviamente estos organismos no son los que harán el control ambiental, sino que verán que las 
bases y los contenidos del contrato se ajusten al interés social, económico, presupuestal, etcétera. Entonces, 
tendrá que estar el informe de quien corresponda. 


(Diálogos) 


——- El inciso final del artículo 16 es el que habla de los contenidos de la evaluación previa. 


SEÑOR BERNINL- A medida que continuamos analizando el tema, vamos haciendo memoria y 
remitiendo a otros artículos. En el artículo 39, cuando refiere a la competencia de control de la 
Administración Pública contratante y a los necesarios informes a la Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada, al final expresa: "La reglamentación establecerá el alcance, forma y 
contenido de los informes, los que deberán incluir aspectos técnicos, comerciales, ambientales y 
económico financieros, entre otros". Como se verá, en el desarrollo del articulado, el tema ambiental 
está presente en varias oportunidades. 


Asimismo, hay un artículo que hace referencia a las prohibiciones para contratar: el no cumplimiento de 
normas laborales y medidas ambientales. 


SEÑOR MUJICA.- Esto figura en las prohibiciones para contratar; precisamente, una de ellas es que 
se tenga un juicio por haber violado normas medioambientales. 


O sea que yendo a lo conceptual, nosotros introdujimos el tema ambiental en todos los artículos en los que 
nos dimos cuenta que debería estar comprendido. Ahora bien; si se quisiera incorporar en este artículo, con 
una redacción adecuada, no tendríamos ningún inconveniente en la medida en que eso está en la línea de lo 
que venimos haciendo. 


SEÑOR GANDINI.- El aporte que hizo el Diputado Asti confirma mi preocupación y si analizamos 
estos dos temas de manera relacionada, vamos a concluir que hay que incorporar esto. 


El artículo 16 dice: "La reglamentación establecerá el alcance, forma y contenido de dicha evaluación previa, 
incluyendo, entre otras, las áreas técnica, comercial, financiera, jurídica, ambiental y de impacto económico y 
social". Por su parte, el artículo 18 establece que: "Los estudios de evaluación previa" los que determina el 
artículo 16 "y las bases de contratación a que refieren los artículos precedentes serán presentados ante la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas para su consideración e 
informe". Y luego dice: "Ambos Organismos" la OPP y el Ministerio de Economías y Finanzas "actuando en 
forma coordinada, evaluarán dichos estudios y bases de contratación". Es decir que tienen que comprobar que 
se hayan hecho. Y el artículo expresa que deben hacerlo: "tomando en consideración el impacto social" que 
ya se exigía en el artículo 16 "y económico del proyecto, los aspectos presupuestarios, la viabilidad 
económica financiera (...)" y habría que agregar "y el aspecto ambiental". Adviértase que el artículo 16 está 
disponiendo que por reglamentación el Poder Ejecutivo establezca el alcance, contenido y forma de la 
evaluación, por lo que el aspecto ambiental debe estar comprendido y se tiene que evaluar. Entonces, si se 
hace mención a ello en el artículo 16, no me parece mal agregarlo; de todos modos, no vamos a hacer 
cuestión sobre el particular. 


SEÑOR ASTI.- En el artículo 16 es donde está centrado el control que debe realizarse desde el punto 
de vista ambiental. En cuanto al artículo 18, se aclaraba que los controles no los haría el Ministerio de 
Economía y Finanzas ni la OPP que, obviamente, no tienen técnicos en el tema para evaluar los 
impactos. Sí pueden evaluarlos desde el punto de vista social, económico y presupuestal. En cuanto a 
los demás estudios, simplemente controlarán que se hayan hecho, pero no van a decir: "de acuerdo con 
lo que dice la DINAMA esto es más o menos amigable con el medio ambiente", porque reitero que no 
tienen los técnicos para hacer eso. Como dije, sí los tienen en lo que respecta a aspectos sociales, 
económicos y presupuestales, que es la materia en la que tienen injerencia estos dos organismos. 


Por eso se hace ese orden: en el artículo 16 se exigen los estudios y en el artículo 18 se revisa que ellos estén, 
pero no se los evalúa. 


SEÑOR POSADA.- Independientemente de las modificaciones que hagamos, hay toda una legislación 
específica que en cualquier caso debe cumplirse. Acá no hay una exoneración a lo que debe cumplirse 
en materia ambiental 


Y la ley establece que normalmente los estudios de impacto ambiental se deben realizar a costa del 
interesado. Lo que hace la Dirección Nacional de Medio Ambiente es evaluarlos. 


Con esta constancia, me parece que el segundo inciso del artículo 18 podría decir algo así como: "Sin 
perjuicio de los estudios de impacto ambiental que corresponderá oportunamente evaluar a la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente", y ahí continuaría la redacción original: "ambos organismos, actuando en 
forma coordinada, evaluarán dichos estudios", etcétera. 


SEÑOR ASTTI.- Yo reitero que este artículo 18 se establece para lo que está previsto. Como decían otros 
compañeros, fue la bancada del Frente Amplio la que incorporó el término "ambiental" en varios 
artículos de este proyecto, no porque el Poder Ejecutivo no lo hubiera considerado, sino porque 
queríamos reafirmar esa necesidad. 


Compartimos que por ningún artículo de este proyecto de ley se van a dejar de lado los controles cuya 
realización está prevista en otras normas, fundamentalmente, desde el punto de vista ambiental, pero no creo 
que esto se deba incorporar en el artículo 18. Si lo queremos agregar en algún otro, como en el artículo 16, 
quizás sea más aceptable. Lo que hace el artículo 18 es regular esto fue bastante discutido en su momento, y 


creo que sigue siéndolo las competencias del Ministerio de Economía y Finanzas y de la OPP para que 
evalúen los aspectos en los que tienen incidencia, teniendo en cuenta las áreas de que se trata. Por lo tanto, no 
nos parece que corresponda establecer en el artículo 18 que se evaluarán los estudios ambientales que debe 
realizar la DINAMA, cuando la ley dice que efectivamente los debe efectuar. Si queremos hacer alguna 
referencia en este sentido, en todo caso hagámosla en el último inciso del artículo 16, cuando se refiere a los 
estudios ambientales, aunque ya se determina que "La reglamentación establecerá el alcance, forma y 
contenido de dicha evaluación previa" incluyendo el impacto ambiental. 


Reitero que creo que no corresponde hacer mención a este tema en el artículo 18 porque no es función del 
Ministerio de Economía y Finanzas ni de la OPP verificar que estén estos informes. 


SEÑOR ABDALA.- A mí me parece que estamos mezclando por lo menos dos fases que son diferentes 
y capaz que nos estamos enredando innecesariamente. 


Yo interpreto el planteo del Diputado Gandini y me parece que es de recibo, porque la circunstancia de hacer 
referencia a lo ambiental en forma genérica como genérico es este artículo y en particular su segundo inciso , 
no excluye las competencias regladas que le corresponden al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a la Dirección Nacional de Medio Ambiente en cuanto a la autorización 
previa a todo proyecto que eventualmente pueda generar un impacto ambiental: son cosas distintas. 


A mí me parece que el sentido de este segundo inciso tiene que ver con un análisis previo a desencadenar el 
mecanismo o el procedimiento relativo a la contratación por el sistema de las PPP, a fin de estudiar su 
viabilidad. Con eso tiene que ver el impacto social, la viabilidad económico-financiera a los efectos de que si 
la Administración advierte que puede sobrevenir alguna consecuencia negativa en algunos de estos planos, 
descarta la realización del proyecto. En esa medida, creo que lo que abunda no daña. Es decir, establecer que 
en tal caso se tendrá en cuenta el aspecto ambiental, tampoco obliga a que la Administración demuestre que 
esto no es dañoso para el medio ambiente. Lo evaluará; después el que determinará si efectivamente hay daño 
o no, es el organismo competente que es la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


Yo creo que esto se soluciona simplemente estableciendo que se tomará en consideración el impacto social y 
económico del proyecto y se analizarán los aspectos presupuestarios y por allí se podría agregar el impacto 
medioambiental que, reitero, me parece que no pasa por realizar un estudio que tenga el valor de otorgarle 
una autorización al proyecto. Eso viene después; este es un análisis previo, si se quiere, de factibilidad. 


SEÑOR GANDINI.- No quiero introducir elementos de polémica, pero voy a referir mi preocupación 
con un ejemplo. La Intendencia de Montevideo tiene muy avanzado el proyecto de la Unidad 
Alimentaria, que fue objeto de tratamiento parlamentario en su contenido jurídico. La infraestructura 
de ese proyecto bien podría ser construida por un mecanismo de estos. 


La Intendencia contrató una consultora, gastó mucho dinero, expropió terrenos, generó una serie de 
movimientos en la zona que ya tienen consecuencias económicas: ha subido la tierra, se ha generado 
movilización de vecinos; hay gente a favor y en contra. El proyecto incluye una de las salidas hacia la Ruta 1, 
que atraviesa los humedales, que están protegidos, en la zona cercana al Santa Lucía, y todavía no se empezó 
el proyecto de impacto ambiental, que podría ser negativo. Y no es que se haya violado la ley; sucede que 
todavía no son requeridos: lo serán después. Pero esto ya generó una serie de consecuencias económicas, en 
la medida en que mucha gente, sabiendo que el mercado va para ahí, hizo sus proyecciones futuras, 
comprando terrenos en la zona, previendo dónde va a desarrollar la logística, etcétera, y mañana a lo mejor la 
DINAMA dice que no se puede llevar adelante la iniciativa. 


Por eso cuando el Estado se embarca en estas cosas, pregunto en qué momento se requiere por lo menos un 
estudio previo de impacto ambiental. 


Esta es la preocupación que quería plantear, simplemente mirando cómo funciona la práctica en esta materia; 
nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Diputados: como es sabido, debemos proceder al levantamiento de 
esta sesión, porque a la hora 16 se reúne el plenario de la Cámara. 


Tal como hemos acordado, continuaremos analizando el tema en el día de mañana, a la hora 14. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


